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  OJ-1348-02
RETIRO COMO ASOCIADO DE UNA COOPERATIVA.
Sobre el particular, consideramos de importancia puntualizar algunos aspectos que le ilustrarán sobre el tema de asociación y retiro de una entidad cooperativa. 

En primer lugar recodemos que  la Ley 79 de 1988, dispone en su artículo 5º. numeral 1º.

“Que tanto el ingreso de los asociados como su retiro sea voluntario”

Posteriormente, en su artículo 23, numeral 6º. consagra como derecho fundamental de los asociados: 

“Retirarse voluntariamente de la Cooperativa”

Bajo ese entorno normativo, fácil es concluir, que tanto el ingreso como el retiro de los asociados es completamente voluntario por expresa disposición del legislador, derecho que no puede ser coartado por una disposición  estatutaria o reglamentaria del ente cooperativo. Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que esto es desarrollo del primer principio universal del cooperativismo formulado por la Alianza Cooperativa Internacional “adhesión voluntaria y abierta”.

En segundo lugar, no puede perderse de vista que el derecho de asociación, es un derecho fundamental consagrado en nuestra Constitución Política, artículo 38, mediante el cual se garantiza el derecho a la libre asociación para el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en una sociedad, toda vez que es una de las formas como se desarrolla la libertad personal en el sentido de que se reconoce a toda persona la autonomía de la voluntad y el ejercicio de la opción espontánea y libre de estructurar, organizar y poner en funcionamiento, mediante la unión permanente con otras personas, una asociación que cristalice los propósitos e ideas comunes en relación con el cumplimiento de ciertos objetivos lícitos y que se juzgan útiles en el medio social.

Es por ello, que la Corte Constitucional en Sentencia C-606 del 14 de diciembre de 1992, M.P. Ciro Angarita Barón ha señalado que el derecho de libre asociación “incluye también un aspecto negativo, nadie puede ser obligado directa o indirectamente a formar parte de una asociación determinada. Sino fuera así, no podría hablarse del derecho de asociación en un sentido constitucional, pues es claro que se trata de un derecho de libertades, cuya garantía se funda en la condición de voluntariedad”.

De ahí, que el derecho de asociación se manifieste en una doble vía como el derecho libre y espontáneo de pertenecer o afiliarse a una asociación, e igualmente el derecho a retirarse de ésta, en cualquier tiempo.

De otra parte, sobre la libertad de asociación y en particular, la libertad para no asociarse, la Corte Constitucional, en Sentencia C-041 de 1994, con ponencia del doctor Eduardo Cifuentes Muñoz se pronunció en los siguientes términos:

“El derecho a la libre asociación , consagrado en la Constitución y reconocido en los tratados internacionales suscritos por Colombia (C.P. art.38; Declaración Universal de Derechos Humanos de la ONU, art. 20-2; Pacto  de Derechos Civiles y Políticos, art. 22), en principio tiene su raíz en la libre voluntad de las personas que deciden perseguir ciertos fines lícitos a través de una organización unitaria en la que convergen, según su tipo, los esfuerzos, recursos y demás elementos provenientes de sus miembros y que sirven de medios para la realización del designio colectivo. A la libre constitución de la asociación – sin perjuicio de la necesidad de observar los requisitos y trámites legales constitucionales para el efecto -, se adicionan la libertad constitucional que reúne así dos aspectos, uno positivo y otro negativo, sin los cuales no habría respeto a la autonomía de las personas.”    
Bajo ese tópico fácil es concluir que tanto el derecho a asociarse como a desasociarse son actos que manan de la autonomía de la voluntad de la persona y como tal esa voluntad no puede verse afectada o coartada por las facultades o atribuciones otorgadas por estatutos al consejo de administración, órgano que no puede abstraerse a cumplir las funciones allí asignadas, y menos dilatar con argumentos que carecen de fundamento el retiro, pues como se ha dicho a lo largo de este escrito, estamos frente a un derecho fundamental tutelado por nuestra Constitución, así lo ha dicho la Corte Constitucional reiteradamente, en las sentencias T-374 de 1996 y T-274 del 2000. 

No se puede dejar de lado que los estatutos constituyen la legislación interna de la asociación, como quiera que tienen su origen en el concierto de voluntades de los asociados y es a éstos que deben ceñirse todas las actuaciones que se surtan al interior de la cooperativa, en los cuales debe estar consagrado el procedimiento para la devolución de los aportes y el órgano competente para ello, una vez el asociado manifiesta su voluntad de retirarse. Su violación o desacato constituyen sanción por parte de esta Superintendencia, así lo ha dispuesto el artículo 36 numerales  6 y 7. 

No obstante, consideramos importante puntualizar que si la Cooperativa ejerce actividad financiera en los términos del artículo 39, inciso 4º de la Ley 454 de 1998, a cuyo tenor reza: “Para efectos de la presente ley se entenderá como actividad financiera la captación de depósitos, a la vista o a término de asociados o de terceros para colocarlos nuevamente a través de préstamos, descuentos, anticipos u otras operaciones activas de crédito y, en general, el aprovechamiento o inversión de los recursos captados de los asociados o de terceros. Solamente las cooperativas financieras podrán prestar sus servicios a terceros no asociados”, seguidamente la misma ley consagra en su artículo 42, parágrafo 2º. “Las cooperativas que adelanten actividad financiera en los términos de la presente ley, se abstendrán de devolver aportes cuando ellos sean necesarios para el cumplimiento de los límites previstos en el presente artículo así como de los establecidos en las normas sobre margen de solvencia”. (resaltado ajeno al texto)

Bajo ese entorno normativo, claro es que el legislador se ocupó de precisar en qué casos no procede la devolución de aportes, disposición que se aplica a las cooperativas de ahorro y crédito y las multiactivas e integrales con sección de ahorro y crédito, toda vez que por disposición legal les asiste la obligación de mantener unos monos mínimos de aportes sociales pagados, de ahí  que es la única razón que la ley consagra como causal para impedir el retiro de asociados, situación, que desde luego, debe ser certificada por el Revisor Fiscal.

En el evento en que la cooperativa a la cual usted se refiere, no ejerce la actividad financiera, conforme a los preceptos del artículo 39 de la Ley 454, deberá entonces acatarse el procedimiento establecido en los estatutos para la devolución de aportes. 

